
 

 

Ley 4/2017, de 13 de julio, 

del Suelo y de los Espacios 

Naturales Protegidos de 
Canarias 
 

MODIFICACIONES OPERADAS 

POR EL DECRETO LEY 

15/2020 DE 10 DE 
SEPTIEMBRE .BOC Nº 187 DE 

11 DE SEPTIEMBRE 
Artículo 18 Cooperación y asistencia mutua  

1. Las relaciones entre las distintas 

administraciones públicas canarias con 
competencias en materia de ordenación 

del territorio, medioambiente y 
urbanismo se rigen por los principios de 

cooperación y asistencia mutua, que se 

manifiestan: 

a) En la participación de todas ellas en 

el procedimiento de elaboración de los 
instrumentos de ordenación del 

territorio, de los recursos naturales y 
del planeamiento urbanístico 

mediante los mecanismos previstos 

en la presente ley. 

b) En la colaboración en el diseño y 

ejecución de planes y proyectos 
elaborados por las distintas 

administraciones públicas en el 
ejercicio de sus respetivas 

competencias. 

c) En el auxilio para el ejercicio de la 

potestad sancionadora y para el 

restablecimiento de la legalidad. 

2. La cooperación puede comportar, 

entre otras actuaciones: 

a) La participación en órganos de 

cooperación con el fin de deliberar y, 
en su caso, adoptar acuerdos en 

materia de política ambiental, 

territorial y urbanística. 

b) La prestación de medios 

materiales, económicos o personales. 

c) La evacuación de consultas entre 

las administraciones con la finalidad 
de facilitar el ejercicio concurrente de 

las competencias y la coordinación de 

las actuaciones. 

d) La cooperación interadministrativa 
en la elaboración y seguimiento de los 

instrumentos de ordenación de los 
recursos naturales, territorial y 

urbanística; en particular, la 

 



 

 

participación en comisiones de 
seguimiento y, en su caso, en 

procedimientos potestativos de 
resolución de conflictos, en los 

términos previstos 

reglamentariamente. 

e) El favorecimiento de acuerdos 

entre las administraciones, 
resolviendo las discrepancias que 

pudieran producirse en la elaboración 

y ejecución del planeamiento. 

 

 3. Las Administraciones Públicas podrán 

delegar sus competencias propias en 
materia de 

ordenación, ejecución e intervención 
territorial y urbanística en otras 

Administraciones o en organismos o 
entidades dependientes de las mismas. 

Los acuerdos de delegación y de 
aceptación de la competencia deberán 

adoptarse por el Gobierno de Canarias o 

el Pleno de la entidad local. 

 

 
Artículo 58 Determinaciones de ordenación de directa aplicación y de 

carácter subsidiario 

1. Todo acto de aprovechamiento y uso 
del suelo rústico deberá respetar las 

siguientes reglas: 

a) En los lugares de paisaje abierto y 

natural, sea rural o marítimo o en las 

perspectivas que ofrezcan los 
conjuntos urbanos históricos, típicos 

o tradicionales y en las inmediaciones 
de carreteras y caminos de carácter 

pintoresco, no se permitirá la 
construcción de cerramientos, 

edificaciones u otros elementos cuya 
situación o dimensiones limiten el 

campo visual o desfiguren 

sensiblemente las perspectivas de los 
espacios abiertos terrestres, 

marítimos, costeros o de los 

conjuntos históricos o tradicionales. 

b) No podrá realizarse construcción 
alguna que presente características 

tipológicas o soluciones estéticas 
propias de las zonas urbanas, y las 

que presenten paredes medianeras 

 



 

 

vistas, salvo en los asentamientos 

rurales que admitan esta tipología. 

c) Las construcciones o edificaciones 
se situarán preferentemente en el 

lugar de la finca menos fértil o idóneo 

para el cultivo, salvo cuando 
provoquen un mayor efecto negativo 

ambiental o paisajístico; si bien, 
cuando se trate de almacenamiento o 

regulación de agua de riego, se dará 
prioridad a la eficiencia energética del 

funcionamiento hidráulico de la 

instalación. 

d) No será posible la colocación y el 
mantenimiento de anuncios, carteles, 

vallas publicitarias o instalaciones de 

características similares, pudiendo 
autorizarse exclusivamente los 

carteles indicativos o informativos con 
las características que fije, en cada 

caso, la administración competente. 

e) Ninguna edificación podrá superar 

las dos plantas por cualquiera de sus 

fachadas. 

f) Las construcciones deberán estar 

en armonía con las características 
arquitectónicas tradicionales y de 

implantación paisajística del medio 
rural en el que se insertan y con los 

elementos de valor arquitectónico de 
su entorno cercano y que sean 

debidamente incorporados al 

planeamiento general. 

g) Las edificaciones deberán 

presentar todos sus paramentos 
exteriores y cubiertas totalmente 

terminados, empleando las formas, 
materiales y colores que favorezcan 

una mejor integración en el entorno 

inmediato y en el paisaje. 

2. En defecto de determinaciones 
expresas del planeamiento, las 

construcciones y edificaciones deberán 

observar las siguientes reglas: 

a) Ser adecuadas al uso y la 

explotación a los que se vinculen y 
guardar estricta proporción con las 

necesidades de los mismos. 



 

 

b) Tener el carácter de aisladas. 

c) Respetar un retranqueo mínimo de 

tres metros a linderos y de cinco 

metros al eje de caminos. 

d) No exceder de una planta con 

carácter general ni de dos en los 
asentamientos rurales existentes, 

medidas en cada punto del terreno 

que ocupen. 

e) No emplazarse en terrenos cuya 

pendiente natural supere el 50%. 

 El retranqueo de tres metros a linderos 

no será de aplicación a los cerramientos 
de explotaciones agrarias. 

Las reglas de las letras c) y d) no serán 

de aplicación en el caso de invernaderos 
y otras instalaciones temporales y 

fácilmente desmontables propias de la 
actividad agraria.  

 

 

 
Artículo 64 Suelo rústico de protección ambiental 

 

1. En el suelo rústico de protección 
ambiental serán posibles los usos, 

actividades, construcciones e 

instalaciones que no estuvieran 
expresamente prohibidos por el plan 

insular, los planes y normas de espacios 
naturales protegidos o el plan general 

municipal y sean compatibles con el 
régimen de protección al que dicho suelo 

está sometido, siendo preceptivo, 
cuando se trate de espacio natural 

protegido, informe previo del órgano al 

que corresponda la gestión. 

 

2. En particular, en el suelo rústico de 

protección natural, paisajística y cultural 

solo serán posibles los usos y las 
actividades que sean compatibles con la 

finalidad de protección y los necesarios 
para la conservación y, en su caso, el 

disfrute público de sus valores. 

2. En particular, en el suelo rústico de 

protección natural, paisajística y cultural 

incluido en espacios naturales 
protegidos, sólo serán posibles los usos 

y las actividades que estén 
expresamente previstos en los 

correspondientes planes y normas de 
dichos espacios o, en su defecto, en el 

respectivo plan insular de ordenación. 
 

En el suelo rústico de protección natural, 

paisajística y cultural no incluido en 
espacios naturales protegidos, serán 

posibles los usos y las actividades que 
estén expresamente previstos en los 

planes de protección y gestión de 



 

 

lugares de la Red Natura 2000, en su 
defecto el correspondiente plan insular 

de ordenación y, en defecto de este 
último, el respectivo plan general 

municipal, o, en ausencia de 

ordenación, los que sean compatibles 
con la finalidad de protección o 

necesarios para la conservación y, en su 
caso, el disfrute público de sus valores. 

3. En el suelo rústico de protección del 

entorno de espacios naturales 
protegidos, de itinerarios o de núcleos 

de población, solo serán posibles los 
usos, las construcciones y las 

actividades, de carácter provisional, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 

32 de la presente ley, sin perjuicio de su 
compatibilidad con cualquier otra 

categoría. 

 

 
Artículo 72 Instalaciones de energías renovables 

En suelo rústico de protección 

económica y en suelo rústico común se 
podrá autorizar, como uso de interés 

público y social, la instalación de plantas 
de generación de energía fotovoltaica, 

eólica o cualquier otra proveniente de 
fuentes endógenas renovables, siempre 

que no exista prohibición expresa en el 
plan insular de ordenación o en el 

planeamiento de los espacios naturales 

protegidos que resulten aplicables. En 
todo caso, estas instalaciones son 

admisibles cuando se localicen en la 
cubierta de otras construcciones y 

edificaciones, incluidos invernaderos. 

En suelo rústico de protección 

económica, excepto en la subcategoría 
de protección agraria, y en suelo rústico 

común, se podrá autorizar, como uso de 
interés público y social, la instalación de 

plantas de generación de energía 
fotovoltaica, eólica o cualquier otra 

proveniente de fuentes endógenas 
renovables no previstas en el 

planeamiento, siempre que no exista 

prohibición expresa en el plan insular de 
ordenación o en el planeamiento de los 

espacios naturales protegidos que 
resulten aplicables. 

 
En suelo rústico de protección agraria, 

siempre que la instalación tenga 
cobertura en el planeamiento, pero éste 

carezca del suficiente grado de detalle, 

se aplicará lo previsto en los artículos 77 
y 79 de la presente Ley. En este caso, 

cuando se trate de instalaciones 
fotovoltaicas, el documento de Mejores 

Prácticas de las Instalaciones 
Fotovoltaicas tendrá carácter 

vinculante. 
 

Asimismo, en la cubierta de 

instalaciones, construcciones y 
edificaciones existentes en cualquier 

categoría de suelo rústico se podrán 
autorizar, como uso complementario, 

las instalaciones de generación de 
energía fotovoltaica, sin sujeción a los 

límites previstos en el artículo 61.5 de 



 

 

esta Ley. En el caso de las subcategorías 
de suelo rústico de protección natural, 

paisajística y cultural, con sujeción a las 
determinaciones establecidas en los 

correspondientes instrumentos de 

ordenación. 

 
Artículo 86 Evaluación ambiental estratégica 

6. A los efectos previstos en el presente 

artículo, tendrá la consideración de: 

a) Promotor: la persona física o 
jurídica, pública o privada, que tenga 

atribuida la iniciativa para la 
elaboración del correspondiente 

instrumento de ordenación. 

b) Órgano sustantivo: el órgano 

competente para su aprobación. 
Cuando el órgano sustantivo 

promueva el instrumento de 

ordenación, realizará las actuaciones 

atribuidas al promotor. 

 

c) Órgano ambiental: en el caso de los 

instrumentos autonómicos, lo será el 
órgano que designe el Gobierno de 

Canarias; en cuanto a los 
instrumentos insulares, lo será el 

órgano que designe el cabildo o, 
previo convenio, el órgano ambiental 

autonómico; y en el caso de los 
instrumentos municipales, lo será el 

que pueda designar el ayuntamiento, 

si cuenta con los recursos suficientes 
o, previo convenio, podrá optar entre 

encomendar esa tarea al órgano 
ambiental autonómico o bien al 

órgano ambiental insular de la isla a 

la que pertenezca. 

No obstante, en los municipios de 
menos de 100.000 habitantes de 

derecho, la evaluación ambiental de la 

ordenación urbanística estructural de los 
planes generales de ordenación, así 

como en los casos de modificación 
sustancial de los mismos, corresponderá 

al órgano ambiental autonómico. A 
estos efectos, se entiende por 

ordenación urbanística estructural la 
delimitada por el artículo 136 de esta 

ley, y por modificación sustancial los 

supuestos previstos en el artículo 163 de 

esta ley. 

“c) Órgano ambiental: en el caso de los 

instrumentos autonómicos, lo será el 
órgano que designe el Gobierno de 

Canarias; en cuanto a los instrumentos 
insulares, lo será el órgano que designe 

el cabildo o, previa delegación, el órgano 
ambiental autonómico; y en el caso de 

los instrumentos municipales, lo será el 
que pueda designar el ayuntamiento, si 

cuenta con los recursos suficientes, 

pudiendo delegar esta función en el 
órgano ambiental autonómico o el 

órgano ambiental insular de la isla a la 
que pertenezca, o bien constituir un 

órgano ambiental en mancomunidad 
con otros municipios. 

 
Asimismo, podrá encomendarse el 

ejercicio de los aspectos materiales de 

la competencia de los órganos 
ambientales, mediante convenio de 

encomienda de gestión en los términos 
de la legislación básica sobre régimen 

jurídico del sector público. 
 

El acuerdo de delegación deberá 
adoptarse por el Pleno de la entidad 

local, y el acuerdo de aceptación de la 

delegación o de aprobación del convenio 
de encomienda, por el Pleno del 

respectivo Cabildo Insular o por el 
Gobierno de Canarias, según proceda. 



 

 

  
No obstante, en los municipios de 

menos de 100.000 habitantes de 
derecho, la evaluación ambiental de la 

ordenación urbanística estructural de los 

planes generales de ordenación, así 
como en los casos de modificación 

sustancial de los mismos, corresponderá 
al órgano ambiental autonómico. A 

estos efectos, se entiende por 
ordenación urbanística estructural la 

delimitada por el artículo 136 de esta ley 

 
Artículo 160 Régimen jurídico de cada situación 

1. En la situación legal de consolidación 

se aplicará el siguiente régimen jurídico: 

 

 

a) Con carácter general se admitirán 

cuantas obras de consolidación, 
rehabilitación o remodelación sean 

necesarias para mantener y alargar la 
vida útil del inmueble, sin que sea 

admisible el incremento de volumen o 

edificabilidad en contra del nuevo 
planeamiento. 

“a) Con carácter general se admitirán 

obras de mantenimiento, conservación, 
reforma, modernización, demolición 

parcial, consolidación, rehabilitación o 
remodelación, incluso las que tengan 

como efecto mantener y alargar la vida 

útil del inmueble, sin que sea admisible 
el incremento de volumen o 

edificabilidad en contra del nuevo 
planeamiento 

 
Artículo 275 Parcelación 

[…] 

3. La segregación o división de fincas en 
suelo rústico, excepto en el interior de 

asentamientos delimitados por el 
planeamiento, deberá respetar el 

régimen de unidades mínimas de 
cultivo, salvo las excepciones 

contempladas en la normativa sectorial 

agraria. Estos actos requerirán, con 
carácter previo a la licencia municipal, 

informes favorables de la consejería 
competente en materia de agricultura, a 

menos que las parcelas resultantes de la 
segregación o división fuesen superiores 

a la unidad mínima de cultivo. 

“3. La segregación o división de fincas 
en suelo rústico, excepto en el interior 

de asentamientos delimitados por el 
planeamiento, deberá respetar el 

régimen de unidades mínimas de 
cultivo, salvo las excepciones 

contempladas en la normativa sectorial 

agraria y en la letra b) de este apartado. 
Estos actos requerirán, con carácter 

previo a la licencia municipal, informe 
favorable de la Consejería competente 

en materia de agricultura, a menos que: 
 

a) Las parcelas resultantes de la 
segregación o división fuesen superiores 

a la unidad mínima de cultivo. 

 
b) Las parcelas se encuentren en el 

interior de asentamientos rurales. 
 

c) La segregación o división se refiera a 
parcelas resultantes que estén 

clasificadas como suelo urbano o 
urbanizable o categorizadas como 

asentamiento rural por el planeamiento 

aplicable, aunque la superficie del resto 
de parcela en suelo rústico no 



 

 

categorizado como asentamiento rural 
sea inferior a la unidad mínima de 

cultivo”. 
 

Artículo 330 Actuaciones sujetas a licencia 

1. Están sujetas a previa licencia 
urbanística municipal las actuaciones 

que seguidamente se relacionan:[…] 

 

g)La demolición de las 
construcciones, edificaciones e 

instalaciones, salvo que vengan 
amparados en una orden de 

ejecución. 

“g) La demolición de las construcciones, 
edificaciones e instalaciones, salvo que 

vengan amparados en una orden de 
ejecución o de restablecimiento de la 

legalidad urbanística 

q) Los usos y obras provisionales 
previstos en el artículo 32 de la 

presente ley. 

q) Los usos y obras provisionales 
previstos en el artículo 32 de la presente 

ley, salvo en los supuestos previstos en 

las letras i) y l) del artículo 332.1 de la 
misma 

t) La realización de cualquier otra 

actuación que en la presente ley se 
someta al régimen de licencia 

urbanística. 

t) Cerramientos y vallados perimetrales 

y de protección que requieran 
cimentación de profundad superior a 

cincuenta centímetros 

 u) La realización de cualquier otra 
actuación que en la presente ley se 

someta al régimen de licencia 
urbanística”. 

 

 
Artículo 331 Actuaciones amparadas por otro título habilitante 

1. Estará exceptuado de licencia 
urbanística la ejecución de proyectos y 

actuaciones que seguidamente se 

relacionan, siempre que se cumplan los 

requisitos del apartado 2: 

“1. Estará exceptuada de licencia 
urbanística y comunicación previa la 

ejecución de proyectos y actuaciones 

que seguidamente se relacionan, 
siempre que se cumplan los requisitos 

del apartado 2: 
[…] 

 
Se añaden las letras h), i) y j): 

 
h) Las actuaciones realizadas en 

explotaciones ganaderas en aplicación 

de la disposición adicional 
vigesimotercera de esta Ley. 

i) Las obras de interés general para el 
suministro de energía eléctrica sujetas a 

autorización excepcional por la 
legislación en materia de sector 

eléctrico. 
j) La construcción, ampliación, traslado, 

desmantelamiento y modificación 

sustancial de instalaciones de 
producción de energía eléctrica a partir 

de fuentes renovables, cuando dichas 



 

 

actuaciones hayan obtenido 
autorización sectorial en materia de 

energía, y siempre que el informe a que 
se refiere la letra a) del apartado 2 sea 

favorable en cuanto a la adecuación del 

proyecto a la legalidad urbanística, o 
bien se 

entienda favorable por no haber sido 
emitido en plazo y no ubicarse el 

proyecto en suelo rústico de protección 
ambiental o categoría equivalente, ni 

infringirse de forma manifiesta 
parámetros básicos de la ordenación 

territorial, de los recursos naturales o 
urbanística”. 

 

4. En todo caso, la ejecución de 

proyectos y actuaciones que vengan 
amparados en una orden de ejecución 

estará exceptuada de licencia 

urbanística. 

“4. En todo caso, la ejecución de 

proyectos y actuaciones que vengan 
amparados en una orden de ejecución o 

de restablecimiento de la legalidad 
urbanística estará exceptuada de 

cualquier otro acto de control 

urbanístico 

 
Artículo 332 Actuaciones sujetas a comunicación previa 

1. Estarán sujetas a comunicación 

previa, sin precisar licencia urbanística, 

las actuaciones siguientes: 

[…] 

 

e) Vallado de obras, fincas y solares 

que no requieran cimentación y su 
reparación o mantenimiento. 

“e) Vallado de obras, fincas y solares 

que no requieran cimentación de 
profundidad superior a cincuenta 

centímetros y su reparación o 
mantenimiento. 

l) Ocupación provisional por 

aparcamientos en solares vacantes. 

l) Ocupación provisional para 

aparcamientos en solares, parcelas o 
terrenos vacantes en suelo urbano, 

urbanizable o rústico común. 

m) Cualquier otra actuación 
urbanística de uso o transformación 

del suelo, vuelo o subsuelo que no 
esté sujeta a licencia ni a otro título 

de intervención de los previstos en el 
artículo 331 de la Ley 4/2017, de 13 

de julio, ni esté exonerada de 

intervención administrativa previa. 

m) Actuaciones relativas a las 
actividades agrarias: 

1º) Bancales y taludes de hasta 4 
metros de altura, a partir de 

bancales preexistentes; o 
bancales de nueva ejecución de 

hasta 1,5 metros de altura a partir 

de suelo con pendiente natural no 
modificada, siempre que los 

terrenos tengan una pendiente 
natural inferior al 20%. 

 
2º) Sorribas que requieren de 

nivelación mediante desmonte y 
terraplén, y aporte de, como 

máximo, 80 centímetros de tierra 

vegetal. El muro de contención de 



 

 

la sorriba, en su caso, no podrá 
superar 1,5 metros de altura. 

 
3º) Instalaciones de conducción de 

energía eléctrica en el interior de 

explotaciones agrarias siempre 
que no conlleven la ejecución de 

nueva construcción. 
 

4º) Instalaciones prefabricadas de 
depósito de agua o balsas de tierra 

impermeabilizada con láminas 
destinadas al almacenamiento de 

agua, siempre que no superen los 
1.000 m³ de capacidad, hasta 5 

metros de altura total, no 

pudiendo sobrepasar los 3 metros 
de altura sobre la rasante que 

resulte de la nivelación del 
terreno. Se admitirá un máximo de 

una instalación por cada finca o 
unidad orgánica sobre la que 

exista una explotación agraria, 
justificando en la memoria la 

necesidad, proporcionalidad y 

vinculación a la superficie 
cultivable o unidades ganaderas. 

Los cerramientos solo podrán ser 
realizados con materiales no 

opacos o transparentes y sin 
superar los dos metros de altura. 

 
5º) Instalaciones 

complementarias destinadas a la 

generación de energía eléctrica a 
partir de fuentes renovables 

aisladas de la red de transporte y 
distribución eléctrica, en los 

términos del artículo 3.d) del Real 
Decreto 244/2019, de 5 de abril, 

por el que se regulan las 
condiciones administrativas, 

técnicas y económicas del 

autoconsumo de energía eléctrica, 
vinculadas a las explotaciones 

agrarias o ganaderas, siempre que 
no conlleven construcciones de 

nueva planta. 
 

6º) Invernaderos de malla o 
plástico flexible, siempre que no 

conlleven estructura portante ni 

superficie pavimentada en su 
interior. 

 



 

 

7º) Cortavientos de malla o 
plástico flexible destinados a la 

protección de cultivos. 

n) La implantación, en suelo urbano y 

urbanizable, de instalaciones de 

producción eléctrica a partir de fuentes 
renovables de potencia no superior a 

100 kW, asociadas a modalidades de 
suministro con autoconsumo. 

 
ñ) Instalación de aislamiento térmico de 

las edificaciones existentes. 
 

o) Instalación de dispositivos 
bioclimáticos adosados a las fachadas o 

cubiertas de las edificaciones existentes. 

 
p) Centralización o dotación de 

instalaciones energéticas comunes y de 
captadores solares u otras fuentes de 

energías renovables, en fachadas o 
cubiertas de las edificaciones existentes, 

que no supongan una modificación 
general de la fachada. 

 

q) Realización de obras en zonas 
comunes de edificaciones que tengan 

por objeto lograr un uso más eficiente 
de energía eléctrica y suministro de 

agua. 
r) Instalación de placas solares térmicas 

sobre la cubierta de edificios, así como 
instalación, sobre tales cubiertas, de 

placas fotovoltaicas asociadas a 

modalidades de autoconsumo. 
 

s) Instalación de puntos de recarga para 
vehículos eléctricos, con gas natural o 

gas licuado de petróleo (GLP). 
 

t) Cualquier otra actuación urbanística 
de uso o transformación del suelo, 

vuelo o subsuelo que no esté sujeta a 

licencia ni a otro título de intervención 
de los previstos en el artículo 331 de la 

Ley 4/2017, de 13 de julio, ni esté 
exonerada de intervención 

administrativa previa”. 
 

Artículo 333 Actuaciones exentas 

1. No están sujetas a título o requisito 

habilitante: 

 

b) La preparación y roturación de 
terrenos, la instalación de riego, las 

reparaciones y trabajos de 

“b) La preparación y roturación de 
terrenos, la instalación de riego 

(incluidos los cabezales), las 



 

 

mantenimiento de las infraestructuras 
y construcciones vinculadas a la 

agricultura, incluida la reparación de 
muros, en el marco de la práctica 

ordinaria de labores agrícolas, que no 

sea subsumible en ninguna de las 
actuaciones sujetas a acto 

autorizatorio o a comunicación previa 

reparaciones y trabajos de 
mantenimiento de las infraestructuras y 

construcciones vinculadas a la 
agricultura, incluida la reparación de 

muros, la cubrición de depósitos de agua 

mediante mallas de sombreo, la 
colocación de enarenado (pumita o 

picón), las sorribas sin nivelación con 
aporte de un máximo de 80 centímetros 

de tierra vegetal y los depósitos flexibles 
de polietileno con capacidad de hasta 

500 m3 para el almacenamiento de 
líquidos y efluentes, en el marco de la 

práctica ordinaria de labores agrícolas, 
que no sea subsumible en ninguna de 

las actuaciones sujetas a acto 

autorizatorio o a comunicación previa”. 

 

Artículo 342 Procedimiento para el otorgamiento de licencias 

3. Admitida a trámite la solicitud, se 

solicitarán los informes y autorizaciones 
preceptivos que resultaran aplicables, a 

menos que ya fueran aportados por el 
solicitante. Entre los informes 

preceptivos a solicitar se comprenderán 

los informes técnico y jurídico sobre la 
adecuación del proyecto o actuación a la 

legalidad ambiental, territorial y 
urbanística y, en su caso, a la normativa 

sectorial. Si el informe jurídico no fuera 
realizado por el secretario o secretaria 

del ayuntamiento, este será recabado 
preceptivamente cuando los informes 

jurídico y técnico fueren contradictorios 

entre sí en cuanto a la interpretación de 

la legalidad urbanística aplicable. 

“3. Admitida a trámite la solicitud, se 

solicitarán los informes y autorizaciones 
preceptivos que resultaran aplicables, a 

menos que ya fueran aportados por la 
persona solicitante. 

Entre los informes preceptivos a solicitar 

se comprenderán los informes técnico y 
jurídico, que deberán pronunciarse 

sobre los siguientes extremos: 
 

a) Adecuación del proyecto o actuación 
a la legalidad ambiental, territorial y 

urbanística. 
 

b) Adecuación de la titulación académica 

y profesional de la persona redactora del 
proyecto. 

 
c) Adecuación del contenido documental 

del proyecto a las exigencias de la 
normativa básica estatal, incluido el 

visado colegial, en su caso. 
 

d) Adecuación del contenido material del 

proyecto sobre accesibilidad y 
habitabilidad y, en su caso, aquellas 

otras materias en que así lo exija la 
normativa sectorial aplicable. 

 
Además, el informe técnico deberá 

pronunciarse acerca de la adecuación 
del contenido material del proyecto 

sobre accesibilidad y habitabilidad. 

 
Si el informe jurídico no fuera realizado 

por el secretario o secretaria del 
ayuntamiento, este será recabado 

preceptivamente cuando los informes 



 

 

jurídico y técnico fueren contradictorios 
entre sí en cuanto a la interpretación de 

la legalidad ambiental, territorial y 
urbanística aplicable”. 

Artículo 349 Requisitos y normativa aplicable 

 
Se añade un último párrafo al artículo 

349.3: 

En defecto de impreso normalizado 

establecido por ordenanza municipal, 
la comunicación previa se podrá 

formular mediante documento escrito 
con el contenido mínimo establecido 

en este apartado. 

5. La Administración podrá requerir del 
interesado la corrección de aquellas 

omisiones o incorrecciones subsanables 

de las que adolezca la comunicación. 

“5. La Administración podrá requerir de 
la persona interesada la corrección de 

aquellas omisiones o incorrecciones no 

esenciales y subsanables de las que 
adolezca la comunicación, sin que dicho 

requerimiento, por sí solo, produzca la 
ineficacia de la comunicación 

presentada, sin perjuicio de la adopción 
de medidas provisionales que 

garanticen la eficacia del procedimiento 
de verificación 

 

Artículo 350 Efectos 

2. La inexactitud, falsedad u omisión, de 

carácter esencial, de cualquier dato o 
información que se incorpora a una 

comunicación previa o la no 
presentación de la misma siendo 

preceptiva, determinará la imposibilidad 
de iniciar y/o de continuar con la 

actuación urbanística. 

2 La declaración de la inexactitud, 

falsedad u omisión, de carácter esencial, 
de cualquier dato o información que se 

incorpore a una comunicación previa 
determinará la imposibilidad de iniciar 

y/o de continuar la actuación 
urbanística. 

 

A tal efecto, se consideran de carácter 
esencial las deficiencias que impliquen 

un incumplimiento no subsanable, tales 
como: 

 
a) La sujeción a otro título habilitante de 

la actuación comunicada. 
 

b) La carencia de los títulos habilitantes 

previos establecidos en el artículo 335 
de esta Ley. 

 
c) La incompatibilidad de la actuación 

comunicada con el uso previsto en el 
planeamiento o en esta Ley. 

 
d) La posible afección a la seguridad, al 

patrimonio cultural o al medio ambiente 

que suponga un grave riesgo. 



 

 

 
 

Artículo 372 Tipos generales de infracciones 

3. Son infracciones graves: 

h) La expedición de certificaciones, 

visados, proyectos, documentos 
técnicos e informes justificativos en 

actuaciones sujetas a comunicación 
previa o de declaraciones 

responsables en los que se omitan, 
falseen o alteren aspectos esenciales 

de su contenido o que contravengan 

la legalidad urbanística. 

 

h) La expedición de certificaciones, 
visados, proyectos, documentos 

técnicos e informes justificativos con 
objeto de acompañarlos a una 

comunicación previa, cuando en ellos se 
omitan, falseen o alteren aspectos 

esenciales de su contenido, o bien 
contravengan la legalidad urbanística. 

 
i) La formulación de comunicaciones 

previas y declaraciones responsables 

incurriendo en omisión, falsedad o 
alteración de datos esenciales que 

afecten a la legalidad urbanística de la 
actuación, cuando la conducta no sea 

subsumible en la letra h) anterior”. 
 

 

Artículo 395 Personas responsables 

2. En el caso de infracciones relativas a 

actos de ejecución de obras y 
construcciones y de uso del suelo, serán 

responsables el promotor, el constructor 
y el director o directores de la obra, 

considerándose como tales aquellos que 
así aparecen definidos en la legislación 

vigente en materia de ordenación de la 
edificación. Se considerará también 

como promotor el propietario del suelo 

en el cual se cometa la infracción, salvo 

prueba en contrario. 

 

2. En el caso de infracciones relativas a 

actos de ejecución de obras y 
construcciones y de uso del suelo, serán 

responsables el promotor, el constructor 
y el director o directores de la obra, 

considerándose como tales aquellos que 
así aparecen definidos en la legislación 

vigente en materia de ordenación de la 
edificación. Se considerará también 

como promotor el propietario del suelo 

en el cual se cometa la infracción, salvo 

prueba en contrario. 

“En particular, en la infracción 
contemplada en el artículo 372.3.h) de 

la presente Ley, serán responsables las 
personas que hayan emitido los 

documentos que incurran en omisión, 
falsedad o alteración de datos, y en la 

contemplada en el artículo 372.3.i), 

responderá la persona que haya 
formulado la comunicación previa o 

declaración responsable. En caso de 
darse simultáneamente las dos 

infracciones, los autores de ambas 
responderán de forma solidaria”. 

 

 

Disposiciones Adicionales 

Primera Evaluación ambiental de proyectos 

4. A los efectos de la presente ley, el 

órgano ambiental será el que designe la 

administración competente para 
autorizar o aprobar el proyecto, 

debiendo garantizarse la debida 

4. A los efectos de la presente ley, el 

órgano ambiental será el que designe la 

administración competente para 
autorizar o aprobar el proyecto, 

debiendo garantizarse la debida 



 

 

separación funcional y orgánica respecto 
del órgano sustantivo en los términos 

previstos en la legislación estatal básica 

separación funcional y orgánica respecto 
del órgano sustantivo en los términos 

previstos en la legislación estatal básica.  
 

Sin perjuicio de la previsión del párrafo 

anterior, los entes locales podrán 
delegar la competencia para la 

evaluación ambiental de proyectos en el 
órgano ambiental autonómico o en el 

órgano ambiental insular, o bien 
encomendarles mediante convenio el 

ejercicio de los aspectos materiales de 
dicha competencia. El acuerdo de 

delegación deberá adoptarse por el 
Pleno de la entidad local, y el acuerdo de 

aceptación de la delegación o de 

aprobación del convenio de 
encomienda, por el Pleno del respectivo 

Cabildo Insular o por el Gobierno de 
Canarias, según proceda 

 Se añade una disposición adicional 

vigesimosegunda, con el siguiente 
tenor literal: 

 "Disposición Adicional 

vigesimosegunda.  
 

Órdenes de ejecución en materia de 
ganadería. 

 
1. A partir de la entrada en vigor de este 

Decreto–Ley, la Dirección General 

competente en materia de ganadería 
dictará órdenes de ejecución para la 

realización, en un plazo no superior a 
seis meses a partir de su notificación, de 

las siguientes actuaciones en las 
explotaciones ganaderas existentes 

donde así se considere necesario: 
 

a) Biodigestores sobre balsas de purines 

en explotaciones ganaderas. 
 

b) Instalaciones de almacenamiento de 
residuos ganaderos. 

 
c) Cubiertas para sombreo en corrales 

de explotaciones ganaderas. 
 

d) Vados sanitarios en explotaciones 

ganaderas. 
 

2. Dichas órdenes de ejecución 
habilitarán las actuaciones objeto de 

mandato, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 331.4 de esta 

Ley”. 



 

 

 Se añade una disposición adicional 
vigesimotercera, con el siguiente tenor 

literal: 

  
Disposición adicional 

vigesimotercera.  
 

Legalización territorial y ambiental 
de explotaciones ganaderas. 

 

1. El Gobierno de Canarias acordará la 
legalización territorial y ambiental de las 

edificaciones e instalaciones ganaderas 
actualmente en explotación que 

hubiesen sido ejecutadas sin los 
correspondientes títulos administrativos 

con anterioridad a la entrada en vigor de 
la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de 

medidas urgentes en materia de 

ordenación territorial para la 
dinamización sectorial y la ordenación 

del turismo, incluyendo la legalización 
de sus ampliaciones posteriores, 

siempre que supongan una mejora 
zootécnica o sean consecuencia de la 

adaptación a la normativa sectorial de 
aplicación, y la superficie ocupada sea 

destinada a los usos ordinarios y 

complementarios propios de la actividad 
ganadera, según la presente Ley, y que 

se encuentren en alguno de los 
siguientes supuestos: 

 
a) Se hayan erigido sobre suelo rústico 

de protección económica. 
 

b) Se hayan erigido sobre suelo rústico 

de asentamiento agrícola. 
 

c) Se hayan ejecutado sobre suelo 
rústico de asentamiento rural, siempre 

que se acredite la preexistencia de las 
instalaciones ganaderas a la 

clasificación y categorización del 
asentamiento rural. 

 

d) Se hayan ejecutado sobre suelo 
rústico común o suelo rústico al que el 

planeamiento no asigne una categoría 
concreta. 

 
e) Se hayan ejecutado sobre suelo 

rústico de protección ambiental, 
siempre que las normas o planes de los 

espacios naturales protegidos o los 

instrumentos de ordenación urbanística 
o, en su defecto, el respectivo plan 



 

 

insular de ordenación, permitan su 
compatibilidad. 

 
En el caso de los Parques Rurales, se 

podrá acordar la legalización de la 

explotación siempre que su Plan Rector 
de Uso y Gestión no prohíba dicho uso. 

 
2. El procedimiento se iniciará a solicitud 

de la persona interesada, dirigida al 
departamento del Gobierno competente 

en materia de ganadería a través de la 
sede electrónica, y en la que se 

acreditará la inscripción de la 
explotación en el Registro de 

Explotaciones Ganaderas de Canarias. 

Asimismo, la solicitud irá acompañada 
de proyecto técnico suscrito por técnico 

competente, que comprenderá todos los 
aspectos necesarios para su 

legalización. 
 

A los efectos de la tramitación de este 
procedimiento, la comunicación 

electrónica será el medio preferente a 

efectos de notificaciones. 
 

En caso de que la solicitud adolezca de 
algunos de los requisitos previstos, se 

requerirá a la persona interesada para 
subsanar dicho requisito conforme a la 

normativa de procedimiento 
administrativo común, con advertencia 

de que se la tendrá́ por desistida, si no 

cumplimenta dicho trámite, mediante 
resolución expresa de la Dirección 

General competente en materia de 
ganadería. 

 
Dicho órgano dictará resolución de 

inadmisión de las solicitudes relativas a 
explotaciones que no se localicen en 

alguna de las categorías de suelo rústico 

previstas en el apartado 1 de esta 
disposición, previo trámite de audiencia 

de la persona interesada por plazo de 
diez días. 

 
3. Se instruirá el procedimiento 

conforme a los siguientes trámites: 
 

a) Información pública por plazo de un 

mes a partir de su publicación en el 
Boletín Oficial de Canarias. 

 
b) Se solicitarán los siguientes informes, 

adjuntando el proyecto técnico de 



 

 

legalización, a emitir en un plazo de un 
mes: 

 
 1) Del Cabildo Insular correspondiente. 

 2) Del Ayuntamiento del municipio 

donde se localice la explotación, 
respecto a la conformidad de  la misma 

con el planeamiento municipal. 
3) Del Consejo Insular de Aguas, en 

caso de que la explotación se sitúe total 
o parcialmente en suelo rústico de 

protección hidrológica. 
4) Del departamento competente en 

materia de ordenación territorial. En 
caso que la explotación ganadera se 

sitúe dentro de un espacio natural 

protegido, dicho informe deberá ser 
emitido por el órgano gestor del espacio. 

El informe deberá pronunciarse sobre 
los siguientes extremos: 

-Categoría y subcategoría de 
suelo rústico en que se localiza la 

explotación ganadera. 
-Adecuación de la explotación 

ganadera a la legalidad ambiental, 

territorial y urbanística. 
-En caso de localizarse en suelo 

rústico de protección ambiental, 
compatibilidad de la explotación con las 

determinaciones del plan, norma o 
instrumento urbanístico de aplicación. 

En su defecto, la compatibilidad se 
determinará conforme al 

correspondiente plan insular de 

ordenación. 
-En caso de localizarse en suelo 

rústico de asentamiento rural, 
existencia previa de la explotación 

ganadera a la clasificación y 
categorización del asentamiento rural. 

-En caso de localizarse en un 
espacio natural protegido, 

compatibilidad de la actividad ganadera 

con las determinaciones del plan o 
norma correspondiente o, en su defecto, 

del plan insular de ordenación. 
5) Del departamento competente en 

materia de medio ambiente, que se 
pronunciará sobre la sujeción a 

evaluación de impacto ambiental del 
proyecto, así como sobre las condiciones 

necesarias para corregir o minimizar los 

impactos ambientales de la explotación 
o de las obras de mejora, actualización, 

remodelacióno ampliación 
imprescindibles para garantizar su 

legalización,. 



 

 

 
Sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno, 

excepcional y motivadamente, podrá 
acordar su exclusión del procedimiento 

de evaluación ambiental, de acuerdo 

con el artículo 8.3 de la Ley 21/2013, de 
9 de diciembre, de evaluación 

ambiental. 
 

En el supuesto de que la explotación se 
localice en una zona de la Red Natura 

2000, deberá aplicarse el apartado 1 de 
la disposición adicional séptima de la 

Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 
evaluación ambiental, o norma que lo 

sustituya. 

 
Transcurrido el plazo de un mes sin 

haberse recibido los informes a que se 
refieren los apartados 1) a 5) anteriores 

de esta letra b), se entenderán emitidos 
en sentido favorable, salvo que la 

explotación se localice en un espacio 
natural protegido o en una zona de la 

Red Natura 2000, en cuyo caso se 

entenderán emitidos en sentido 
desfavorable. No obstante, deberán ser 

tenidos en cuenta si su recepción se 
produce antes de dictarse la 

correspondiente resolución. 
 

c) La unidad administrativa competente 
en materia de ganadería emitirá informe 

en alguno de los siguientes sentidos: 

 
1º) Favorable, en caso de que la 

solicitud de legalización y el proyecto de 
legalización se ajusten a los 

presupuestos y requisitos establecidos 
en esta disposición. 

 
2º) Favorable condicionado, en caso de 

que en los informes emitidos se hayan 

incluido condiciones sanitarias, 
ambientales, funcionales, estéticas y de 

bienestar animal para la legalización de 
la explotación, 

incluidas las obras de mejora, 
actualización, remodelación o 

ampliación necesarias, que deban ser 
incorporadas al proyecto presentado. 

 

3º) Desfavorable, en caso de que la 
solicitud de legalización y/o el proyecto 

de legalización no se ajusten a los 
presupuestos y requisitos establecidos 



 

 

en esta disposición y las deficiencias 
observadas no puedan subsanarse. 

 
d) En caso de que el informe sea 

favorable condicionado, se requerirá a la 

persona interesada para la adecuación 
del proyecto a las condiciones del 

informe, y para la aportación del 
proyecto con visado de conformidad y 

calidad, en el plazo de seis meses 
contado a partir del día siguiente a la 

recepción del requerimiento, ampliable 
por el mismo plazo en función de la 

complejidad de la adecuación del 
proyecto, a solicitud del interesado; 

advirtiendo que, en su defecto, se 

declarará la caducidad del 
procedimiento conforme a la normativa 

de procedimiento administrativo común. 
Dicho requerimiento, así como la 

ampliación del plazo para 
cumplimentarlo, producirán la 

suspensión automática del plazo 
máximo de resolución del 

procedimiento. 

 
4. La Dirección General competente en 

materia de ganadería dictará Resolución 
en alguno de los siguientes sentidos: 

 
a) Desestimatoria de la solicitud de 

legalización de la explotación, en el 
supuesto previsto en el apartado 

3.c).3º) de esta disposición. 

 
b) Estimatoria de la legalización de la 

explotación, cuya eficacia quedará 
condicionada, con excepción de las 

obras previstas en el apartado siguiente, 
a la aprobación superior de la misma por 

el Gobierno de Canarias. 
El plazo máximo para dictar esta 

Resolución será de seis meses a partir 

de la presentación de la solicitud en el 
registro de la Dirección General 

competente en materia de ganadería. 
Transcurrido dicho plazo sin dictarse y 

notificarse la misma, la solicitud se 
entenderá desestimada por silencio 

administrativo. 
 

5. La Resolución estimatoria de la 

Dirección General competente en 
materia de ganadería habilitará de 

forma directa las obras de mejora, 
actualización, remodelación y 

ampliación contenidas en la misma, de 



 

 

conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 331.1.h) de esta Ley, que 

deberán ejecutarse en el plazo 
establecido en dicha resolución, como 

máximo de veinticuatro meses, a partir 

de su notificación. 
 

Dicha Resolución constituirá, durante su 
período de eficacia, título suficiente para 

poder solicitar líneas de ayudas 
establecidas para la modernización y 

mejora de las explotaciones. 
Una vez ejecutadas las obras, la persona 

interesada deberá presentar 
comunicación previa de finalización de 

las mismas ante la Dirección General 

competente en materia de ganadería, 
acompañada de certificado de 

finalización emitido por técnico 
competente. Dicha comunicación será 

objeto de verificación y comprobación 
por la Dirección General competente en 

materia de ganadería, emitiéndose el 
correspondiente informe. 

 

6. La Resolución de la Dirección General 
competente en materia de ganadería 

surtirá plenos efectos a partir de la 
aprobación superior por acuerdo del 

Gobierno de Canarias, a propuesta de la 
persona titular del departamento 

competente en materia de ganadería, 
una vez emitido informe de verificación 

y comprobación en sentido favorable por 

la Dirección General competente en 
materia de ganadería. 

 
El acuerdo del Gobierno de Canarias 

tendrá el carácter de autorización 
especial equivalente a la licencia 

urbanística municipal, a efectos de lo 
previsto en el artículo 100.1 del Texto 

Refundido de la Ley Reguladora de las 

Haciendas Locales, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo, o norma que lo sustituya, con 
relación al devengo y a la liquidación 

municipal de oficio o a la autoliquidación 
del Impuesto sobre Construcciones, 

Instalaciones y Obras. 
 

7. La acreditación de la solicitud de 

legalización territorial ambiental de 
explotaciones ganaderas, siempre que 

la explotación cumpla con los requisitos 
establecidos en el apartado 1 de esta 

disposición, producirá la suspensión de 



 

 

cualquier procedimiento de 
restablecimiento de la legalidad o 

sancionador que, incoado por falta de 
título habilitante para el ejercicio de la 

actividad o para la implantación de las 

edificaciones o instalaciones de la 
explotación, se encuentre en curso de 

instrucción, así como de la ejecución de 
las correspondientes resoluciones de 

restablecimiento y sanciones por 
resoluciones firmes en vía 

administrativa, hasta que se dicte el 
acuerdo del Gobierno de Canarias o se 

produzca el silencio desestimatorio. 
Dicha solicitud producirá asimismo la 

suspensión de los correspondientes 

plazos de caducidad y la interrupción de 
los correspondientes plazos de 

prescripción en materia sancionadora y 
de restablecimiento de la legalidad. 

 
Dictado el acuerdo de ratificación del 

Gobierno de Canarias, se archivará el 
procedimiento de 

restablecimiento de la legalidad o de 

ejecución de la orden de 
restablecimiento y se modificará la 

sanción en los términos previstos en el 
artículo 400 de esta Ley. 

 
Si se inadmite o desestima la solicitud 

de legalización o se declara la caducidad 
del procedimiento por la Dirección 

General competente en materia de 

ganadería, se reanudarán los 
procedimientos de restablecimiento de 

la legalidad y sancionador suspendidos 
o de ejecución de la orden de 

restablecimiento o sanción impuesta” 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA. 
Sexta Instrumentos de ordenación en trámite 

1. Los instrumentos de ordenación en 

elaboración podrán continuar su 
tramitación conforme a la normativa 

anterior a la entrada en vigor de la 
presente ley o, previo acuerdo del 

órgano al que competa su aprobación 
definitiva de acuerdo con esta ley, 

someterse a las disposiciones de esta, 
conservándose los actos y trámites ya 

realizados. 

Se modifica el apartado 1 de la 

disposición transitoria sexta en los 
siguientes términos: 

“1. Los instrumentos de ordenación en 
elaboración podrán continuar su 

tramitación conforme a la 
normativa anterior a la entrada en vigor 

de la presente ley o, previo acuerdo del 
órgano al que competa su aprobación 

definitiva de acuerdo con esta ley, 

someterse a las disposiciones de esta, 
conservándose los actos y trámites ya 

realizados, considerando, en todo caso, 
lo dispuesto en la disposición transitoria 

séptima”. 



 

 

 

Séptima Evaluación ambiental de instrumentos de ordenación en trámite 
 

 
Se modifican los apartados 3 y 4 de la 

disposición transitoria séptima, se 
añade un apartado 5, y el contenido del 

antiguo apartado 4 de la citada 
disposición se traslada a un nuevo 

apartado 6, quedando su redacción 
conforme al siguiente tenor: 

 

3. Los instrumentos de ordenación en 
elaboración cuya evaluación ambiental 

se venga realizando conforme a las 
determinaciones del Decreto Legislativo 

1/2000, de 8 de mayo, por el que se 

aprueba el Texto Refundido de las Leyes 
de Ordenación del Territorio de Canarias 

y de Espacios Naturales de Canarias, y 
que cuenten con memoria ambiental 

aprobada, podrán adaptarse a las 
determinaciones de esta ley, 

modificando, en su caso, las 
determinaciones del documento en 

tramitación que fueren necesarias, 

dando por cumplimentada la fase de 
evaluación ambiental estratégica 

conforme a la Ley 9/2006, de 28 de 
abril, sobre evaluación de los efectos de 

determinados planes y programas en el 
medio ambiente, y a la Ley 21/2013, de 

9 de diciembre, de evaluación 

ambiental. 

“3. Los instrumentos de ordenación en 
elaboración cuya evaluación ambiental 

se venga realizando conforme a las 
determinaciones de la Ley 9/2006, de 

28 de abril, sobre evaluación de los 

efectos de determinados planes y 
programas en el medio ambiente, y el 

Reglamento de Procedimientos de los 
Instrumentos de Ordenación del 

Sistema de Planeamiento de Canarias, 
aprobado por Decreto 55/2006, de 9 de 

mayo, podrán continuar su tramitación 
siempre y cuando cuenten con una 

memoria ambiental aprobada, con o sin 

condiciones. Los instrumentos de 
ordenación que se pretendan aprobar 

conforme a dichas memorias 
ambientales deberán justificar 

técnicamente que no se han producido 
cambios sustanciales en los elementos 

esenciales que sirvieron de base para 
realizar su evaluación ambiental 

estratégica, incluyendo los cambios que 

deriven del cumplimiento de las 
condiciones impuestas en la memoria 

ambiental. Esta justificación técnica 
deberá́ presentarse ante el órgano 

ambiental correspondiente, que deberá́ 
pronunciarse en un plazo de dos meses. 

 
En cualquier caso, estos instrumentos 

de ordenación, así como los que se 

acojan a lo dispuesto en el apartado 4, 
tendrán que ser aprobados en el plazo 

máximo de cinco años desde la entrada 
en vigor de la Ley 4/2017, de 13 de 

julio, del Suelo y de los Espacios 
Naturales Protegidos de Canarias. 

 
La misma regla será́ de aplicación a 

aquellos supuestos en los que, contando 

con memoria ambiental aprobada, se 
haya procedido a formular un nuevo 

informe de sostenibilidad ambiental. 
 



 

 

4. En todo caso, el régimen de vigencia 
de las declaraciones ambientales 

estratégicas publicadas con 
posterioridad a la entrada en vigor de la 

Ley estatal 21/2013, de 9 de diciembre, 

de evaluación ambiental, será el 

establecido en la misma. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, los instrumentos de 

ordenación que se pretendan aprobar 
conforme a dichas memorias 

ambientales y en los que se hayan 

producido o se vayan a introducir 
cambios sustanciales en los elementos 

esenciales que sirvieron de base para 
realizar su evaluación ambiental 

estratégica, deberán continuar su 
evaluación ambiental conforme a las 

prescripciones de la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, de evaluación ambiental, 

a partir de la elaboración del preceptivo 
estudio ambiental estratégico. El plazo 

máximo para la elaboración del estudio 

ambiental estratégico y para la 
realización de la información pública y 

las consultas previstas en los artículos 
20, 21, 22 y 23 de la Ley 21/2013, será 

de quince meses desde la entrada en 
vigor del presente Decreto-Ley. 

 
5. Los instrumentos de ordenación en 

elaboración cuya evaluación ambiental 
se venga realizando conforme a las 

determinaciones de la Ley 9/2006, de 
28 de abril, sobre evaluación de los 

efectos de determinados planes y 

programas en el medio ambiente, y el 
Reglamento de Procedimientos de los 

Instrumentos de Ordenación del 
Sistema de Planeamiento de Canarias, 

aprobado por Decreto 55/2006, de 9 de 
mayo, y que no cuenten con una 

memoria ambiental aprobada, no 
podrán continuar su tramitación, 

debiendo iniciar su procedimiento de 

evaluación ambiental estratégica 
conforme la Ley 4/2017, de 13 de julio, 

del Suelo y de los Espacios Naturales 
Protegidos de Canarias. 

 
6. En todo caso, el régimen de vigencia 

de las declaraciones ambientales 
estratégicas publicadas con 

posterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley estatal 21/2013, de 9 de diciembre, 

de evaluación ambiental, será el 
establecido en la misma”. 

Disposición final décima. Mantenimiento 

del rango reglamentario de 

determinados preceptos. 

Los preceptos reglamentarios que sean 
modificados de forma expresa o tácita 

por el presente Decreto ley mantendrán 

su rango normativo original 



 

 

 


